
QUE ADICIONA LA FRACCIÓN X AL ARTÍCULO 142 DE LA LEY DE INSTITUCIONES DE CRÉDITO, 

A CARGO DEL DIPUTADO GUSTAVO ADOLFO CÁRDENAS GUTIÉRREZ, DEL GRUPO 

PARLAMENTARIO DE MOVIMIENTO CIUDADANO 

El suscrito diputado federal Gustavo Adolfo Cárdenas Gutiérrez, integrante del Grupo Parlamentario 

de Movimiento Ciudadano de la LXIII Legislatura del honorable Congreso de la Unión, con 

fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, y 6, numeral 1, fracción I, 77, numerales I y II, y 78 del Reglamento Interior de 

la Cámara de Diputados, somete a consideración del pleno de esta asamblea, la presente iniciativa 

con proyecto de decreto que adiciona la fracción X al artículo 142 de la Ley de Instituciones de 

Crédito. 

I. Planteamiento del problema 

Las acciones emprendidas para combatir el lavado de dinero, en nuestro país, son recientes. 

Su antecedente data del año 2000, en el que el gobierno mexicano reconoció la vulnerabilidad de la 

economía mexicana frente al lavado de dinero, producto del tráfico y producción de narcóticos, dada 

su vecindad con los Estados Unidos que es el mayor mercado de consumo de narcóticos en el mundo. 

En ese sentido, se adhirió a las políticas del Grupo de Acción Financiera (GAFI por sus siglas en 

francés),1organismo intergubernamental encargado de emitir estándares para la efectiva 

implementación de medidas regulatorias y legales para el combate al lavado de dinero y 

financiamiento al terrorismo. 

En el marco normativo en México son cuatro las instituciones federales involucradas en el combate 

del lavado de dinero en su arista de prevención y combate de los delitos financieros, siendo una de 

ella la Policía Federal. 

Dicha institución, bajo el amparo del artículo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos2cuenta con atribuciones para prevenir la comisión de delitos relacionados con operaciones 

con recursos de procedencia ilícita para el debilitamiento de las organizaciones criminales, así como 

de investigación de los delitos en la materia, bajo la conducción y mando del Ministerio Público de 

la Federación. 

No obstante de la lectura de los resultados de fiscalización de la Cuenta Pública 2016, se identifica el 

informe denominado Prevención de los Delitos Financieros, auditoría de desempeño número 16-5-

04L00-07-0021, revisión realizada a la Policía Federal (PF). 

En dicha revisión, se expresa la necesidad de que la Policía Federal pueda acceder de manera expedita 

a información de conformidad con lo dispuesto en la Ley de Instituciones de Crédito. 

La recomendación en concreto que propone la Auditoría Superior de la Federación se refiere a 

“incorporar atribuciones a la Policía Federal a fin que pueda acceder a información de las operaciones 

que sólo realizan las instituciones de crédito”.3 

En ese sentido, consideramos importante y necesario incorporar en el artículo 142 de la Ley de 

Instituciones de Crédito,4 facultades a la Policía Federal para solicitar información a las instituciones 

de crédito y realizar actividades de consulta y comprobación referente a actividades vulnerables 



registradas por las entidades financieras que puedan considerarse presuntiva de delito o de la comisión 

de presunta responsabilidad del imputado(s) de que se trate. 

En este sentido, la propuesta de fortalecimiento del marco jurídico mexicano que expone la ASF 

considero que es relevante y en ese sentido, y en consecuencia, propongo la modificación siguiente: 



 





 



 

Por lo anteriormente expuesto, compañeras y compañeros diputados, la propuesta que presento para 

actualizar el marco normativo de la Ley de Instituciones de Crédito buscará facilitar las acciones de 

la Policía Federal en acciones de prevención e identificación oportuna de operaciones con recursos 

de procedencia ilícita. 

Con esta propuesta se busca evitar el fomento de acciones contrarias a legalidad mediante el 

fortalecimiento del marco normativo correspondiente. 

II. Fundamento legal de la iniciativa 

Con motivo de esta iniciativa se incidirá en la Ley de Instituciones de Crédito. 



III. Denominación del proyecto de ley o decreto 

Iniciativa con proyecto de decreto que adiciona la fracción X al artículo 142, incluido en Capítulo I, 

Disposiciones Generales, del Título Séptimo, De la Protección de los Intereses del Público de la Ley 

De Instituciones de Crédito. 

IV. Ordenamientos a modificar 

Ley de Instituciones de Crédito. 

V. Texto normativo propuesto 

Por lo expuesto, se presenta a esta soberanía iniciativa con proyecto de 

Decreto 

Que adiciona la fracción X al artículo 142, incluido en Capítulo I, Disposiciones Generales, del Título 

Séptimo, De la protección de los intereses del público, de la Ley De Instituciones de Crédito, para 

quedar como sigue: 

Ley de Instituciones de Crédito 

Título Séptimo 

De la protección de los intereses del público 

Capítulo I 

Disposiciones generales 

Artículo 142. La información y documentación relativa a las operaciones y servicios a que se refiere 

el artículo 46 de la presente Ley tendrá carácter confidencial, por lo que las instituciones de crédito, 

en protección del derecho a la privacidad de sus clientes y usuarios que en este artículo se establece, 

en ningún caso podrán dar noticias o información de los depósitos, operaciones o servicios, 

incluyendo los previstos en la fracción XV del citado artículo 46, sino al depositante, deudor, titular, 

beneficiario, fideicomitente, fideicomisario, comitente o mandante, a sus representantes legales o a 

quienes tengan otorgado poder para disponer de la cuenta o para intervenir en la operación o servicio. 

Como excepción a lo dispuesto por el párrafo anterior, las instituciones de crédito estarán obligadas 

a dar las noticias o información a que se refiere dicho párrafo, cuando lo solicite la autoridad judicial 

en virtud de providencia dictada en juicio en el que el titular o, en su caso, el fideicomitente, 

fideicomisario, fiduciario, comitente, comisionista, mandante o mandatario sea parte o acusado. Para 

los efectos del presente párrafo, la autoridad judicial podrá formular su solicitud directamente a la 

institución de crédito, o a través de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores. 

Las instituciones de crédito también estarán exceptuadas de la prohibición prevista en el primer 

párrafo de este artículo y, por tanto, obligadas a dar las noticias o información mencionadas, en los 

casos en que sean solicitadas por las siguientes autoridades: 



I. El procurador general de la república o el servidor público en quien delegue facultades para requerir 

información, para la comprobación del hecho que la ley señale como delito y de la probable 

responsabilidad del imputado; 

II. Los procuradores generales de justicia de los estados de la Federación y del Distrito Federal o 

subprocuradores, para la comprobación del hecho que la ley señale como delito y de la probable 

responsabilidad del imputado; 

III. El procurador general de Justicia Militar, para la comprobación del hecho que la ley señale 

como delito y de la probable responsabilidad del imputado; 

IV. Las autoridades hacendarias federales, para fines fiscales; 

V. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público, para efectos de lo dispuesto por el artículo 115 de 

la presente Ley; 

VI. El Tesorero de la Federación, cuando el acto de vigilancia lo amerite, para solicitar los estados 

de cuenta y cualquier otra información relativa a las cuentas personales de los servidores públicos, 

auxiliares y, en su caso, particulares relacionados con la investigación de que se trate; 

VII. La Auditoría Superior de la Federación, en ejercicio de sus facultades de revisión y 

fiscalización de la Cuenta Pública Federal y respecto a cuentas o contratos a través de los cuáles 

se administren o ejerzan recursos públicos federales; 

VIII. El titular y los subsecretarios de la Secretaría de la Función Pública, en ejercicio de sus 

facultades de investigación o auditoría para verificar la evolución del patrimonio de los servidores 

públicos federales. 

La solicitud de información y documentación a que se refiere el párrafo anterior, deberá formularse 

en todo caso, dentro del procedimiento de verificación a que se refieren los artículos 41 y 42 de la 

Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, y 

IX. La Unidad de Fiscalización de los Recursos de los Partidos Políticos, órgano técnico del 

Consejo General del Instituto Federal Electoral, para el ejercicio de sus atribuciones legales, en los 

términos establecidos en el Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales. Las 

autoridades electorales de las entidades federativas solicitarán y obtendrán la información que 

resulte necesaria también para el ejercicio de sus atribuciones legales a través de la unidad 

primeramente mencionada. 

X. La Policía Federal solicitará la información que resulte necesaria para el ejercicio de sus 

atribuciones legales en temas de investigación de operaciones financieras susceptibles de 

estar vinculadas con esquemas de operaciones con recursos de procedencia ilícita como 

auxiliar del Ministerio Público conforme lo dispuesto en el artículo 21 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Las autoridades mencionadas en las fracciones anteriores solicitarán las noticias o información a que 

se refiere este artículo en el ejercicio de sus facultades y de conformidad con las disposiciones legales 

que les resulten aplicables. 



Las solicitudes a que se refiere el tercer párrafo de este artículo deberán formularse con la debida 

fundamentación y motivación, por conducto de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores. Los 

servidores públicos y las instituciones señalados en las fracciones I y VII, y la unidad de fiscalización 

a que se refiere la fracción IX, podrán optar por solicitar a la autoridad judicial que expida la orden 

correspondiente, a efecto de que la institución de crédito entregue la información requerida, siempre 

que dichos servidores o autoridades especifiquen la denominación de la institución, el número de 

cuenta, el nombre del cuentahabiente o usuario y demás datos y elementos que permitan su 

identificación plena, de acuerdo con la operación de que se trate. 

Los empleados y funcionarios de las instituciones de crédito serán responsables, en los términos de 

las disposiciones aplicables, por violación del secreto que se establece y las instituciones estarán 

obligadas en caso de revelación indebida del secreto, a reparar los daños y perjuicios que se causen. 

Lo anterior, en forma alguna afecta la obligación que tienen las instituciones de crédito de 

proporcionar a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, toda clase de información y documentos 

que, en ejercicio de sus funciones de inspección y vigilancia, les solicite en relación con las 

operaciones que celebren y los servicios que presten, así como tampoco la obligación de proporcionar 

la información que les sea solicitada por el Banco de México, el Instituto para la Protección al Ahorro 

Bancario y la Comisión para la Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros, en los 

términos de las disposiciones legales aplicables. 

Se entenderá que no existe violación al secreto propio de las operaciones a que se refiere la fracción 

XV del artículo 46 de esta Ley, en los casos en que la Auditoría Superior de la Federación, con 

fundamento en la ley que norma su gestión, requiera la información a que se refiere el presente 

artículo. 

Los documentos y los datos que proporcionen las instituciones de crédito como consecuencia de las 

excepciones al primer párrafo del presente artículo, sólo podrán ser utilizados en las actuaciones que 

correspondan en términos de ley y, respecto de aquéllos, se deberá observar la más estricta 

confidencialidad, aun cuando el servidor público de que se trate se separe del servicio. Al servidor 

público que indebidamente quebrante la reserva de las actuaciones, proporcione copia de las mismas 

o de los documentos con ellas relacionados, o que de cualquier otra forma revele información en ellos 

contenida, quedará sujeto a las responsabilidades administrativas, civiles o penales correspondientes. 

Las instituciones de crédito deberán dar contestación a los requerimientos que la Comisión Nacional 

Bancaria y de Valores les formule en virtud de las peticiones de las autoridades indicadas en este 

artículo, dentro de los plazos que la misma determine. La propia Comisión podrá sancionar a las 

instituciones de crédito que no cumplan con los plazos y condiciones que se establezca, de 

conformidad con lo dispuesto por los artículos 108 al 110 de la presente Ley. 

VI. Artículo transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial 

de la Federación. 

Notas 

1 Auditoría de desempeño número 16-5-04L00-07-0021, realizada a la Policía Federal (PF), denominada 

Prevención de los Delitos Financieros, cuenta pública 2016, segunda etapa de la Auditoría Superior de la 



Federación, disponible en  

http://informe.asf.gob.mx/Documentos/Auditorias/2016_0021_a.pdf , consultado el 28 de noviembre de 2017. 

2 Artículo 21 de la Constitución Política de los Estados Mexicanos, disponible en  

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/index.htm, consultada el 28 de noviembre de 2017. 

3 “Consideraciones para la Labor Legislativa 2 – Entrega de Informes Individuales, Cuenta Pública 2016” de 

fecha Octubre de 2017 – Auditoría Superior de la Federación, disponible en  

http://informe.asf.gob.mx/Documentos/InformeGeneral/Consideraciones.pdf , consultado el 28 de noviembre 

de 2017. 

4 Artículo 142 de la Ley de Instituciones de Crédito, disponible en  

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/index.htm, consultado el 28 de noviembre de 2017. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, al 30 de noviembre de 2017. 

Diputado Gustavo Adolfo Cárdenas Gutiérrez (rúbrica) 

 


